ACTA n.° 02-2013

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las nueve horas, cinco minutos del 24 de abril del año dos mil trece. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Ana Virginia Calzada Miranda, presidenta; quien preside; el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial; el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Casación Penal; Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo;  Lic. Gustavo Mata Vega, subdirector general a.í. del Organismo de Investigación Judicial y la señora Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria ejecutiva de la Escuela Judicial. Ausente: El M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director de la Dirección de Gestión Humana;
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ASUNTOS

1. Aprobación del acta n.º 01-2013 del 05 de febrero 2013. 

2. Comentario del Dr. Marvin Carvajal Pérez sobre el “Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora”, Poder Judicial de Costa Rica.

3. Correo eléctronico del Sr. Juan Carlos Wintter agüero, estudiante del Programa FIAJ, del 17 de abril del 2013, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en donde solicita lo  siguiente: […] que rescinda sin responsabilidad para ninguna de las partes, el “Contrato de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura” por él firmado […]

4. Oficio n° 1555-13 del 12 de febrero de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N° 3-13 del 21 de enero del 2013, artículo III, que dice: […] “Sometido el asunto a votación, por mayoría de nueve votos, se dispuso: Aprobar la propuesta de la ACOJUD, en el sentido de que al menos 2 de los integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial deber ser jueces o juezas, elegidos de una terna propuesta por la ACOJUD, en consecuencia, se reduce a 1 el número de los otros servidores y servidoras. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Rivas, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Arias y los Suplentes Hernández Gutiérrez, Pacheco Salazar y Rodríguez Arroyo.”

5. Atenta instancia para la aprobación del "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL", oficio N°023-CD/EJ-2011, sesión nº. 04-2011 del cinco de octubre del 2011, Sesión Corte Plena N° 36-11 del 7-11-11, Art. XIX “Remitir a las cuatro salas de la Corte el Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe.”

6. Informe, jueces  de la Escuela Judicial. (Sr. Rafael Sanabria).

7. Oficio n° 3835-13 del 05 de abril de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N°25-13 del 14 de marzo del 2013, artículo III, que dice: […] “Manifiesta la Integrante Chaves Cervantes que el acuerdo del Consejo Directivo pareciera no ser acorde con la preocupación manifestada por este Consejo, de generar conciencia de que la partida de sustituciones está muy comprometida y por esa razón se instaba a todas las Unidades de Capacitación a reforzar los Planes de Capacitación con medios tecnológicos para reducir el gasto en esa partida. Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Tomar nota de la comunicación de la Escuela Judicial.”

8. Asuntos Varios.
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ARTÍCULO I

Se aprueba el acta n.º 01-2013 del 05 de febrero 2013.
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ARTÍCULO II

En atención al acuerdo tomado por los honorables integrantes de la Corte Plena en la sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del 2012, artículo XXXII, transcrito en el oficio n° 12194-12 del 07 de diciembre de 2012, de la Secretaria de la Corte, que dice:

 Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 41-12 celebrada el 26 de noviembre del año en curso, que literalmente dice:

Se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, por ende: Trasladar la gestión del Magistrado Vega al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para que analice el tema planteado y emita criterio al respecto. Al propio tiempo solicitar al Consejo de la Judicatura el pronto envío del informe que le fue requerido por el Consejo Superior en la sesión N° 78-12 celebrada el 30 de agosto del año en curso, artículo LXXII, respecto a la propuesta formulada por el Magistrado Vega, para lo cual se les otorga un mes de plazo contado a partir de la comunicación de este acuerdo. […]

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión nº. 01-2013, ARTÍCULO IV, dispuso lo siguiente: 

SE ACUERDA: Luego del análisis del anterior documento denominado “Implicaciones metodológicas de la grabación de los exámenes realizados por Tribunales Examinadores” por los integrantes de este Consejo, se acuerda su aprobación. De igual manera, se dispone: 1.) Hacer una atenta instancia al Consejo de la Judicatura, para que se valore muy bien el perfil de los evaluadores, quienes deberán sujetarse a los objetivos, la metodología y la temática de la materia que se está evaluando, esto debido quejas muy fuertes con respecto a la actitud de algunas personas evaluadoras. 2.) Se estima que la inversión en equipo para implementar la grabación de las pruebas no sería muy elevada. Sin embargo, sí implicaría un esfuerzo operativo importante. 3.) Dado que las pruebas no podrán ser apeladas, de acuerdo con lo que dispone la normativa vigente, se estaría generando una falsa expectativa en las personas evaluadas; ese es un factor que se debe considerar al discutir acerca de la conveniencia de grabar los exámenes. 4.) Se recomienda tener en consideración para la integración de los Tribunales Evaluadores, a las personas jubiladas, quienes han tenido gran trayectoria en el Poder Judicial y cuentan con: amplia experiencia en la docencia, un gran cúmulo de conocimientos, destrezas y habilidades adquiridas, actitud inmejorable y disponibilidad. Se remite este acuerdo a la Secretaría de la Corte para el conocimiento de la Corte Plena. ACUERDO FIRME. 
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SE ACUERDA: En adición al anterior acuerdo, se sugiere que para ser parte de los tribunales examinadores, las personas deberán haber cursado el “Taller para los Tribunales Examinadores” impartido por la Escuela Judicial. Se remite este acuerdo para el conocimiento del Consejo de la Judicatura y de la Corte Plena. ACUERDO FIRME.
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Se retira el Dr. Marvin Carvajal Pérez.  

ARTÍCULO III

El Sr. Juan Carlos Wintter Aguero, Programa FIAJ, en correo eléctronico del 17 de abril del 2013, suscrito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial,  indica lo siguiente:

Mi intención al participar en el concurso CJ-01-2012, fue la de optar por la posibilidad de ejercer el cargo de Juez Genérico 1, la decisión de participar en el Programa FIAJ, la tomé con la certeza de que poseo las capacidades que sabia iban a ser objeto de calificación, como resultado de la calificación en el rubro de trabajo en equipo obtuve una nota de 80.53 y en estilos de dirección o liderazgo obtuve una nota de 85 (acta Consejo de la Judicatura sesión CJ-023-2012, página 41).  

Habiendo aprobado el examen en general, inicie el programa con muchos sacrificios, entusiasmo y altísimas expectativas, siempre con un propósito único; obtener una excelente preparación para de forma efectiva ejercer el cargo de Juez Genérico 1.

El día de ayer martes 16 de abril del año 2013, en horas de la tarde, recibí el informe pericial de las áreas psicológica y sociolaboral (documento adjunto), en el cual se me indica que el estudio realizado no permite realizar un pronóstico favorable con respecto a la idoneidad de mi persona para el cargo de Juez Genérico 1, desde el punto de vista socio-laboral y psicológico, informe donde en contradicción a las notas obtenidas en las pruebas de ingreso al PFIAJ, se indica que existen debilidad vinculadas con las áreas de: relaciones interpersonales, liderazgo y trabajo en equipo.

En virtud de este informe, se han reducido a cero mis posibilidades de optar por el cargo de Juez Genérico 1 y en consecuencia se pierde el objetivo de mi vinculación al Programa, esto por cuanto tal y como indique, mi propósito único era la eventual posibilidad de ejercer el cargo de juez, mientras que este era también el propósito del programa en sí mismo, al punto que el contrato (documento adjunto) establece en su clausula novena que de conformidad con lo que establece el artículo 18,inciso d) del Reglamento del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ), la persona aspirante deberá estar disponible para prestar servicios al Poder Judicial como juez o jueza por el lapso de tres (3) años, contado a partir de la aprobación de dicho programa.

En virtud de lo anterior, por no ser posible el objeto del contrato y ante la falta de previsión en la normativa con respecto a la posibilidad de que se de este tipo de situaciones donde se me declara no idóneo para el puesto, solicito al Consejo Directivo de la Escuela Judicial que se dé por rescindido el contrato sin responsabilidad para ninguna de las partes, tomando en consideración que solicito esta rescisión ante hechos atípicos no contemplados en el reglamento ni en el contrato y ante la evidente imposibilidad de materializar el objeto del contrato mismo, nótese que el hecho que se me declare no idóneo, no constituye una falta por acción u omisión de mi parte, y no se puede entonces endilgarme un incumplimiento contractual, toda vez que se podría considerar falta lo que hago o dejo de hacer con respecto a la normativa que rige el PFIAJ, pero nunca lo que soy o supuestamente soy según el informe pericial que las personas de las áreas psicológica y sociolaboral han rendido.

En términos económicos, he de manifestar que si bien es cierto que el Poder Judicial tuvo una erogación por el pago de la subvención que como participante del programa se recibe, por mi parte yo también sacrifiqué con base en las expectativas (al creerme idóneo al haber superado las pruebas de ingreso al programa), el ingreso económico que percibía inmediatamente antes de mi incorporación al programa, ingreso que el programa mismo cerceno al no permitírseme ejercer la abogacía, según la clausula undécima del contrato.
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Se da un intercambio de opiniones acerca de las observaciones realizadas por el estudiante del Programa FIAJ, Sr. Juan Carlos Wintter Agüero, concerniente al resultado de su informe pericial, elaborado por la sección de Psicológica y Sociolaboral y sobre su petitoria ante este Consejo de que rescinda sin responsabilidad para ninguna de las partes, el “Contrato de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura” por él firmado, en atención a los hechos que anteriormente describe. Sin embargo, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial considera que es incompetente para resolver con respecto a la anterior solicitud de rescisión de contractual. Debido que la relación contractual del señor Winter se dio con el Poder Judicial y no con la Escuela, por lo que deberá ser el máximo órgano administrativo de la institución el que decida lo procedente.
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SE ACUERDA: Trasladar la petición del Sr. Juan Carlos Wintter Agüero a las y los integrantes del Consejo Superior del Poder Judicial, para su conocimiento y fines correspondientes. ACUERDO FIRME.
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Entra el  Dr. Marvin Carvajal Pérez.  

ARTÍCULO IV

El Dr. Marvin Carvajal Pérez, informó a las y los presentes sobre el proyecto de “Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora”, Poder Judicial de Costa Rica, que se describe a continuación:

Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora”

Poder Judicial de Costa Rica

1.- Antecedentes.

El compromiso judicial de garantizar un mayor y mejor acceso a la justicia por parte de personas en condiciones de vulnerabilidad, se afianza cada vez más en el Poder Judicial de Costa Rica. En los últimos años, esta institución ha adoptado una serie de acciones tendientes a la mejora o creación de condiciones que faciliten el acceso a servicios de justicia, con propuestas de políticas y cambios a nivel interno, como las que se listan a continuación:Declaración de la Política de accesibilidad para las personas con discapacidad en el Poder JudicialReglas de acceso a la justicia y tutela efectiva de derechos de las poblaciones  en condiciones de  vulnerabilidad en Costa RicaReglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidadPolítica institucional para el acceso a la justicia por parte de la población migrante y refugiadaPolítica judicial dirigida al mejoramiento del acceso a la justicia de las niñas, niños y adolescentes en Costa Rica.Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor y personas con discapacidad.

Estos lineamientos se fundamentan en la misión y la visión del Poder Judicial, en tanto apuntan a una administración de justicia pronta, cumplida y sin denegación. El plan estratégico 2013-2017 parte del principio de que la institución 

“… administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consciente de su función en la sociedad. (…) Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución...” (Planificación, 2012. La negrita no pertenece al original).

Como complemento a estas prácticas institucionales, a finales del año 2012, Conamaj le planteó a Corte Plena la posibilidad de incorporar en el Poder Judicial el Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales (SNFJ), a manera de proyecto piloto en dos circuitos judiciales. 

Este proyecto se ha implementado de manera exitosa en siete países de Latinoamérica, teniendo como principal resultado de este servicio en los países en los que se desarrolla es que la “población en condiciones críticas de acceso a la justicia (pobreza, marginalidad, falta de presencia del Estado) mejora su calidad de vida, reduciendo la conflictividad y disponiendo de mayor acceso a los órganos de administración de justicia a partir de movilizar sus propias fortalezas comunitarias en alianza con el Estado”..

Este programa constituye una manera alternativa de participación ciudadana
, en la que los mismos actores locales reconocen sus problemas y realizan acciones para resolverlos, bajo el amparo de un juez o una jueza contravencional
. Esto permite que las comunidades comprendan el funcionamiento judicial, aprendan a resolver contravenciones de manera restaurativa y que se reduzca el número de casos en los juzgados, lo que converge en un aumento de la confianza en el sistema de justicia.

Por otro lado, el SNFJ permite que un mayor número de personas tenga acceso a justicia, ya que las condiciones de pobreza, nivel educativo y las grandes distancias que las personas de las zonas alejadas de estos circuitos deben recorrer hasta los tribunales, limitan de manera considerable el acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial. Además, en la Zona Norte se registra una de las tasas más bajas de juezas y jueces por habitante,  por lo que contar con facilitadores y facilitadoras judiciales permitirá que más personas tengan acceso a los servicios de justicia.

Otro gran aporte que plantea el SNFJ es la posibilidad de reducir la conflictividad social, pues la resolución de los problemas sociales por medios alternativos permite que se reduzca de manera importante la litigiosidad. Al disminuir la cantidad de personas que se dirigen a los juzgados, estos tendrán más posibilidades de dar un mejor servicio.

Finalmente, este proceso de educación legal y mediación de conflictos por y con las comunidades, potencia la creación de una cultura jurídica en la población y un aumento del conocimiento sobre el sistema judicial, en un contexto en que el 72,8% de la población manifiesta conocer poco o nada de las funciones del Poder Judicial
.

2.- Objetivo y beneficiarios.

General: 

Contribuir a la política de acceso a justicia del Poder Judicial de Costa Rica poniendo a  disposición de la población en condiciones de vulnerabilidad un Servicio Nacional de Facilitadores Judiciales (SNFJ). 

Objetivo específico: 

Para junio de 2014 diez mil quinientos habitantes de cuatro cantones del II Circuito Judicial de Alajuela y tres del II Circuito Judicial de Limón tendrán acceso a los servicios de un facilitador y facilitadora judicial, el cual será validado por una evaluación de impacto permitiendo la expansión posterior del Servicio. 

Beneficiarios: 

· 10 500personas en condición de vulnerabilidad de los siete cantones mencionados. 

· 75 operadores/as de justicia.

· El Poder Judicial en su conjunto que habrá ejecutado una valoración piloto de la experiencia.

Nota: El cálculo de población beneficiaria 7 cantones  x 3 FFJJ en promedio x 500 habs. en promedio = 10,500 beneficiarios/as.

3.- Cobertura.

Geográfica: II Circuito Judicial de Alajuela: Cantones de San Carlos, Guatuso, Upala, Los Chiles y el distrito de la Fortuna de San Carlos y en el II Circuito Judicial de Limón: Pococí, Guácimo y Siquirres.

4.-Duración.

Temporal: 12 meses (mayo 2013 – mayo 2014)

5.- Resultados, metodología y actividades. 

5.1.- Resultados

Al menos 21 facilitadores y facilitadoras judiciales en operación, prestando servicios de apoyo y enlace a las autoridades; aconsejando, acompañando e informando a la población y ayudando a los interesados en la solución de sus conflictos. 

Al menos 10 jueces y juezas con formación para operar el servicio.

Al menos 75 operadores vinculados al SNFJ. 

5.2.- Metodología del servicio de los facilitadores judiciales. 

El SNFJ tiene como objetivo garantizar el acceso a la justicia, independientemente de la rama del derecho, promover una cultura de paz y fortalecer mecanismos de prevención y solución pacífica de la problemática social entre los y las habitantes, particularmente entre los sectores en condiciones de mayor vulnerabilidad.

Es un servicio que el Poder Judicial brinda a la población a través de facilitadores y facilitadoras judiciales, quienes apoyan las labores de las juezas y los jueces contravencionales a nivel local, efectúan acciones de difusión jurídica y prevención, convirtiéndose en un enlace entre la ciudadanía y el Poder Judicial. 

El servicio se basa en la colaboración estrecha entre líderes y lideresas de las comunidades que se desempeñan como Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, estrictamente de forma voluntaria y apolítica bajo la dirección y supervisión de los jueces y de las juezas contravencionales. 

La prestación del servicio establecido es responsabilidad del Poder Judicial, y será ejecutado por medio de los jueces y las juezas contravencionales y unidades administrativas de dicha institución, sin crear un programa o unidades ad hoc de ejecución. 

El Poder Judicial paulatinamente incorporará funciones en las diversas dependencias relacionadas con el SNFJ, para dar respuesta a las necesidades de este Servicio.

El cargo de facilitador o facilitadora judicial tiene las siguientes características:

a.- Es un servicio social voluntario y sin remuneración alguna, no recibe contraprestaciones ni beneficios del Estado ni pagos o beneficios de las partes.

b.- Su función es ejercida exclusivamente en el ámbito geográfico de su localidad, comunidad, barrio, zona o palenque.

c.- No actúa de oficio, sino a solicitud de los jueces y de las juezas contravencionales o de las partes interesadas.

d.- Ejerce sus funciones en su residencia o en cualquier espacio de su ámbito geográfico; no tiene una sede específica para realizar sus funciones.

e.- Si un facilitador o una facilitadora judicial se encuentra impedido o impedida de intervenir en un caso concreto, trasladará la atención a un facilitador o a una facilitadora con más cercanía. 

Los facilitadores y las facilitadoras judiciales. 

Tienen las siguientes funciones:

a.- Realizar los trámites que les encargan los jueces y las juezas contravencionales, apoyándolos en las actividades y diligencias propias de su función.

b.- Remitir casos o informar situaciones que no pueden resolver por falta de voluntad de una de las partes o porque la ley lo prohíbe.

c.- Dar orientación, información, asesoría o consejos en temas jurídicos y/o administrativos a las personas que se lo solicitan. 

d.- Acompañar a la realización de los trámites judiciales que las personas le solicitan, sin que ello signifique una pérdida de su tiempo de trabajo o de sus recursos económicos.

e.- Pueden facilitar el acuerdo entre las partes a través de mediaciones, asesoramiento de personas y actuar como amigables componedores, todo ello en el marco de las leyes. 

f.- Proporcionar información jurídica y cívica a la población mediante charlas, facilitando a la ciudadanía el conocimiento de los derechos y obligaciones, prohibiciones, valores, principios y garantías contenidas en la Constitución  Política de la República de Costa Rica, demás leyes y reglamentos. 

g.- Dar charlas en las escuelas y colegios.

Los requisitos para ser Facilitador o Facilitadora Judicial son los siguientes:

a.- Ser mayor de edad. 

b.- Ser una persona líder reconocida por su vocación de servicio y buen actuar.

c.- No ejercer funciones como líder o lideresa de representación: presidente de comités cívicos, agrupaciones gremiales, síndicos municipales, presidentes o coordinadores de comunidades y otros similares. 

d.- Estar en total disposición de trabajar voluntariamente y actuar únicamente de buena voluntad.

e.- Tener residencia en el lugar de al menos un año. 

f.- No tener antecedentes penales.

g.- No pertenecer a la seguridad pública, tránsito o seguridad privada, o al menos haberlo dejado un año antes de la función de facilitador o facilitadora judicial.

h.- No ejercer un cargo con fines políticos, ni ser activista de un partido político.

i.- Saber leer y escribir; de preferencia, tener un nivel de escolaridad de sexto grado. 

j.- Haber sido juramentado o juramentada por el juez o la jueza contravencional correspondiente.

El ejercicio de la función de facilitador o facilitadora judicial conlleva los siguientes deberes:

i.- Desarrollar las funciones que le fueren asignadas dentro de la circunscripción territorial previamente indicada por el órgano jurisdiccional;

ii.- Informar mensualmente al juez o la jueza contravencional del cantón en que ejerza su función sobre las actividades realizadas;

iii.- Mantener relación y comunicación con los funcionarios y las funcionarias judiciales y autoridades locales donde ejerce su función;

iv.- Realizar las gestiones encomendadas, guardando el debido respeto tanto a las autoridades locales como a los miembros de la comunidad; 

v.- Mantener absoluta confidencialidad en los asuntos sometidos a su conocimiento;

vi.- No efectuar ningún cobro, aceptar dinero, dádivas o regalos derivados de las funciones que desarrollen como facilitadores o facilitadoras judiciales;

vii.- Asistir puntualmente a las capacitaciones que se le brinden con el objeto de mejorar el servicio que presta;

viii.- No intervenir en aquellos casos en que guarde parentesco de consanguinidad o afinidad con algunas de las partes o tenga algún conflicto de interés;

ix.- No presidir asociaciones, cooperativas, sindicatos o cualquier otra clase de agrupación, cuando ello afecte la imparcialidad de su gestión como facilitador o facilitadora judicial, y

x.- Al concluir su función, entregar la documentación del servicio al juez o la jueza contravencional, así como de los materiales de identificación relativos al SNFJ. 

El facilitador o facilitadora judicial tiene los siguientes derechos:

i.- Contar con reconocimiento y respeto como facilitadores o facilitadoras judiciales ante la comunidad a la que pertenecen; siempre y cuando hayan cumplido con el proceso de selección y designación; 

ii.- Recibir la atención necesaria por parte de los jueces y las juezas contravencionales de su cantón a efecto de recibir el asesoramiento y orientaciones necesarias en temas jurídicos;

iii.- Recibir la capacitación adecuada para el ejercicio de sus funciones;

iv.- Proponer temas de capacitación a efecto de lograr un mejor desempeño en su función, cuando lo consideren conveniente y necesario; y,

v.- Recibir del juez o la jueza contravencional la acreditación e insumos necesarios para asistir a las capacitaciones destinadas a realizar de una manera más eficiente la labor que le fue encomendada. 

La selección y designación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales se regirá por las siguientes directrices: 

a.- El juez o la jueza contravencional, teniendo en cuenta las demandas de la población, las características del SNFJ, las condiciones de las localidades, define en qué localidades se establecerá el servicio de Facilitadores Judiciales.

b.- El juez o la jueza contravencional, con apoyo del personal del juzgado, de Conamaj y del PIFJ/OEA, visitará las comunidades en al menos tres visitas de información y promoción en las localidades donde se nombrará un facilitador o una facilitadora. La primera para contactar liderazgos locales e informar a la mayor parte de la población sobre los alcances de la figura de la persona facilitadora judicial. La segunda para continuar informando y motivar la participación en la reunión donde se designará el facilitador o la facilitadora judicial, particularmente a las mujeres.  En la tercera, la población, de manera natural y democrática, selecciona su facilitador o facilitadora, siempre y cuando reúna los requisitos establecidos en este reglamento; 

c.- Ningún promotor o promotora, facilitador o facilitadora de otro tipo, líder o lideresa, u otra denominación similar de otros programas del Estado, de proyectos de cooperación, de organismos no gubernamentales o similares, podrá ser designado  o designada como facilitador o facilitadora judicial del Poder Judicial de manera automática, independientemente de las calificaciones que tenga. El único mecanismo de selección y designación válido es el antes descrito.

d.- El juez o la jueza contravencional procederá a nombrar y juramentar al facilitador  o facilitadora judicial. La identificación oficial la efectúan las instancias del Poder Judicial en coordinación con Conamaj; para ello se sigue un trámite formal que incluye la preparación de una ficha con datos de la persona nombrada y la emisión de un documento de identificación.

e.- En caso de existir solicitud por los servicios que hacen los facilitadores o las facilitadoras en comunidades indígenas, éstos no suplantarán a lo que resuelvan las autoridades tradicionales. Las funciones y mecanismos de los facilitadores y las facilitadoras se ajustarán a las prácticas imperantes en dicha comunidad particular.

f.- El juez o la jueza contravencional no puede designar como facilitador o facilitadora judicial de la comunidad a una persona si la comunidad no lo reconoce espontáneamente. La comunidad no puede seleccionar a una persona para el rol si el juez o la jueza contravencional expresa sus reservas.

Permanencia del facilitador o facilitadora judicial. 

i.-  Los facilitadores y las facilitadoras permanecen ejerciendo sus funciones de manera indefinida, mientras cuenten con el mandato de su comunidad y la evaluación positiva del juez o la jueza contravencional;

ii.- Se promoverá su estabilidad para acumular experiencia y formación en el servicio; 

iii.- Cuando un facilitador o una facilitadora termina el ejercicio de su cargo se repondrá la designación siguiendo el mismo método antes descrito. 

El cargo de facilitador y facilitadora judicial puede terminar por:

i.- Cambio de residencia o muerte del facilitador o de la facilitadora judicial; 

ii.- Renuncia;

iii.- Falta reiterativa después de dos (2) llamados de atención por incumplimiento de sus funciones, deberes o condiciones de Facilitador;

iv.- Insatisfacción en los resultados de su desempeño por falta de confianza de la comunidad que la seleccionó o del juez o de la jueza contravencional que lo designó, e

v.- Interdicción declarada judicialmente.

Cuando en el desempeño de sus funciones el facilitador o la facilitadora judicial infrinja la Ley, incurrirá en responsabilidad y, según la naturaleza del hecho cometido será facultad del juez o de la jueza contravencional correspondiente determinar si puede continuar ejerciendo su cargo o no. 

Los facilitadores o facilitadora judiciales que infrinjan la Ley no podrán alegar su condición de facilitadores o facilitadoras como circunstancia atenuante.

Para la prestación del servicio, son necesarios los siguientes documentos:

Los facilitadores y las facilitadoras judiciales llevarán documentación pertinente como: libro diario, talonario de reportes de actividades  mensuales y el talonario de actas de mediación. Al concluir sus funciones deberán entregar los documentos descritos anteriormente al juez  o a la jueza contravencional de su cantón.

i.- En el libro diario anotarán los servicios que presten;

ii.- El talonario de reportes de servicios prestados comprende un reporte mensual, el cual debe ser llenado por los facilitadores o las facilitadoras judiciales y entregado o transmitido al juez o a la jueza contravencional, dentro de los diez días hábiles del mes siguiente; y

iii.- El talonario de actas de mediación debe ser utilizado por los facilitadores o las facilitadoras judiciales en las mediaciones que realicen. Estos deberán entregar copias a las partes, remitir el acta al juez o a la jueza contravencional y conservar una copia.

Los jueces y las juezas contravencionales llevarán un libro de registro de facilitadores y facilitadoras judiciales, un talonario de reporte de servicios prestados en su cantón, una libreta de actividades realizadas relativas al SNFJ en su Juzgado y mantendrán un archivo con las actas de mediación. En caso de que el juez o la jueza contravencional cese en sus funciones o se traslade, deberá entregar, bajo conocimiento, la documentación respectiva del SNFJ al juez o la jueza que  le sustituya, así mismo deberá brindarle la inducción y la capacitación sobre el SNFJ.  El juez o la jueza contravencional que sustituye deberá continuar el trabajo de consolidación del servicio.  

i.- En el libro de registro anotará los datos de identificación y dirección de los facilitadores y las facilitadoras judiciales; los datos de la comunidad, barrio, palenque o zona, y otros datos que se consideren necesarios; 

ii.- En el talonario de reportes del servicio prestado por los facilitadores y las facilitadoras judiciales consolidarán los datos reportados por sus  facilitadores o facilitadoras en el periodo correspondiente;

iii.- En la libreta anotarán con su fecha todas las actividades ejecutadas en relación con el SNFJ y se consignará además la asistencia a capacitaciones de sus facilitadores y facilitadoras; y

iv.- Debe mantener un archivo con las actas de mediación remitidas por los facilitares y las facilitadoras judiciales para su control y homologación, las que serán conservadas bajo responsabilidad del juez o de la jueza y de su personal auxiliar. 

La formación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales consistirá en lo siguiente. 

a.- Inducción y capacitación: al haber cumplido con el proceso de selección y designación, los facilitadores y las facilitadoras judiciales recibirán la capacitación en las sedes de los Juzgados Contravencionales del cantón respectivo. 

b.- La CSJ aprobará un “Programa de formación de las personas facilitadoras judiciales” con la colaboración de las dependencias del Poder Judicial a efecto de que los facilitadores y las facilitadoras tengan la actualización y reciban constante capacitación.

c.- La responsabilidad directa por la formación de los facilitadores y de las facilitadoras judiciales es de los jueces y las juezas contravencionales; esta  comprende la asesoría que les brinda, el intercambio de experiencias en su función, las capacitaciones regulares en sus respectivas sedes, el material de autoestudio que les provee y otras acciones que considere necesarias.

d.- La capacitación debe ser tomada por los facilitadores y las facilitadoras judiciales en forma obligatoria luego de su designación.

e.- La capacitación será desarrollada de manera mensual hasta completar un mínimo de 40 horas y luego, en los periodos sucesivos deberán efectuarse encuentros al menos cada tres meses. En dichas capacitaciones también se escucharán los avances, dudas y cualquier tipo de cuestionamiento y recomendaciones que los facilitadores y las facilitadoras judiciales puedan tener en atención al ejercicio de sus funciones.

La supervisión del servicio se llevará a efecto bajo los siguientes criterios:

a.- Las personas responsables por la supervisión del trabajo de los facilitadores y de las facilitadoras judiciales son los jueces y las juezas contravencionales. Esta se llevará a cabo a través de las reuniones que realizan en  la cabecera del cantón con una frecuencia no menor de tres meses, de la atención a los facilitadores y a las facilitadoras judiciales que le visitan en el Juzgado, de sus eventuales visitas a la comunidad, de la comunicación telefónica o por otros medios, así como por la coordinación estrecha con otros operadores de justicia, en especial la Policía, entidad con gran despliegue de terreno.

b.- La coordinación de los jueces y de las juezas contravencionales en lo que respecta al SNFJ es responsabilidad de los Consejos de Administración de Circuito y la Comisión de Coordinación y se llevará a cabo de manera regular fundamentalmente por medio de reuniones trimestrales.

c.- El seguimiento del Servicio en su conjunto es responsabilidad de la CONAMAJ.

4.3.- Cronograma de actividades.

Se adjunta cronograma de actividades.

5.- Arreglos institucionales 

5.1.- Convenio.

Se firmará un Convenio de Colaboración con el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales (PIFJ) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), cuyo borrador se adjunta.

5.2.- Dirección del servicio en el Poder Judicial.

En lo que respecta al servicio de facilitadores y facilitadoras judiciales, la Corte Suprema tendrá las siguientes funciones: 

i.- Impulsar y dirigir el SNFJ;

ii.- Tomar las decisiones estratégicas sobre el SNFJ;

iii.- Regular y aprobar todo lo relativo al SNFJ;

iv.- Supervisar el SNFJ en su conjunto;

v.- Aprobar las zonas de arranque del SNFJ;

vi.- Aprobar el Programa de Formación de los Facilitadores Judiciales;

vii.- Motivar, promover y supervisar el involucramiento de las dependencias y órganos del Poder Judicial con el SNFJ; 

viii.- Establecer los elementos de atención relativos al SNFJ a las diversas dependencias y órganos del Poder Judicial que se creen, readecuen o transformen, y que no están incluidas en este Reglamento; 

ix.- Reconocer el servicio de los Facilitadores Judiciales y difundir los resultados e impacto del SNFJ de Costa Rica;

Funciones de CONAMAJ: 


i.- Servir como enlace entre las diferentes dependencias del Poder Judicial para que estas incorporen aspectos del SNFJ en las tareas que le son propias a cada una de ellas; 

ii.- Promover que los permisos y decisiones administrativas de las autoridades del Poder Judicial fluyan adecuadamente para garantizar la operación estable del SNFJ; 

iii.- Motivar, impulsar y asesorar para que la recolección de información sobre los servicios prestados por los facilitadores y las facilitadoras judiciales y las actividades del SNFJ fluya por las estructuras regulares hacia la Sección de Estadística del Departamento de Planificación;

iv.- Asesorar a la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder Judicial en la preparación de un Programa Anual de Formación de las personas facilitadoras; 

v.- Motivar, impulsar y asesorar la ejecución de reuniones trimestrales de los jueces y las juezas contravencionales con diferentes instancias del Poder Judicial a efectos de analizar su desarrollo y prever las actividades del trimestre siguiente; 

vi.- Promover la inclusión de sistemas de evaluación de desempeño de jueces y juezas contravencionales y de los operadores de justicia que participen del SNFJ. 

vii.- Apoyar el monitoreo y la evaluación del SNFJ, y

viii.- Las que le asigne la Corte Suprema de Justicia para el mejor funcionamiento del SNFJ.

Función de los jueces y las juezas contravencionales

Son las personas encargadas dentro de su jurisdicción de convocar, dirigir, promover, divulgar, capacitar, dar seguimiento, evaluar los servicios y efectuar las designaciones de los facilitadores y las facilitadoras judiciales. Dirigen directamente a sus facilitadores  y facilitadoras judiciales y son responsables de supervisar el servicio que prestan, así como de incorporar en su PAO todas las actividades concernientes al SNFJ. Sus funciones específicas entre otras son las siguientes:

i.- Definir, en coordinación con las autoridades locales y Conamaj, los lugares donde se  establezca el SNFJ;

ii.- Preparar la selección de la comunidad y que esta efectúe la designación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales;

iii.- Capacitar de manera continua a los facilitadores y a las facilitadoras y a la comunidad de acuerdo con el plan y metodología establecidos;

iv.- Supervisar el trabajo de los facilitadores y facilitadoras judiciales;

v.- Atender las consultas de los facilitadores y facilitadoras judiciales;

vi.- Mantener la motivación, reconocimiento y apoyo humano a los facilitadores y a las facilitadoras judiciales;

vii.- Utilizar activamente el servicio de los facilitadores y facilitadoras judiciales en los trámites solicitados, recepción de casos y mediaciones remitidas;

viii.- Mantener actualizados los registros de facilitadores y facilitadoras judiciales, así como su ficha de datos con la identificación vigente;

ix.- Recibir mensualmente las actas de mediaciones efectuadas por los facilitadores y las facilitadoras judiciales para homologarlas de acuerdo a la legislación nacional.

x.- Mantener actualizado el registro de mediaciones de los facilitadores y las facilitadoras judiciales;

xi.- Mantener actualizada la ficha de datos del facilitador y de la facilitadora con la identificación vigente;

xii.- En la medida de sus posibilidades y sin abandono de sus funciones jurisdiccionales en horas laborales, visitar las comunidades periódicamente; 

xiii.- Revisar regularmente los libros diarios de los Facilitadores Judiciales;

xiv.- Recolectar los informes sobre los servicios prestados por los facilitadores y las facilitadoras judiciales, comprobar la consistencia de los datos de manera satisfactoria, consolidarlos y remitir informe mensual y trimestral a la Sección de Estadística, a Conamaj y al Departamento de Planificación;

xv.- Participar en reuniones trimestrales convocados por la Comisión Coordinadora del SNFJ;

xvi.- Evaluar los servicios prestados por sus facilitadores y facilitadoras judiciales, de conformidad con los instrumentos facilitados por el SNFJ;

xvii.- Dar charlas en las escuelas y colegios sobre temas de acceso a la justicia;

xviii.- Y las demás que establezca la CSJ en lo que al SNFJ compete.

Las funciones anteriormente mencionadas, se realizarán con el apoyo irrestricto del personal auxiliar del Juzgado Contravencional.

Funciones de la Comisión Coordinadora

Es una comisión encargada de dar seguimiento y supervisar el funcionamiento del SNFJ. Estará conformada por las siguientes instancias judiciales: Conamaj, PIFJ/OEA, la jefatura del Departamento de Planificación, Consejo de la Judicatura, la jefatura del OIJ, la jefatura de la Defensa Pública, la jefatura del Ministerio Público y la jefatura de la Escuela Judicial. Esta Comisión es presidida por el magistrado presidente de Conamaj. Sus funciones son:

i.-  Definir las líneas estratégicas de trabajo del SNFJ;

ii.- Emitir toda la normativa relativa al SNFJ;

iii.- Aprobar el Plan Anual de Actividades;

iv.- Realizar el seguimiento y gestionar las evaluaciones del SNFJ.

Otras instancias del Poder Judicial.

a.- De manera progresiva, y en cada caso de acuerdo con los recursos disponibles si resultan necesarios, los diversos órganos del Poder Judicial apoyarán al SNFJ.

b.-Los tribunales, en especial los magistrados y magistradas, y los jueces y las juezas, desempeñan un papel fundamental en términos de respaldo institucional, motivación, reconocimiento y supervisión en la calidad del servicio a la población; se espera que los magistrados y las magistradas, jueces y juezas, y demás personal judicial, conozcan e impulsen las actividades previstas del Servicio y que participen en algunas de ellas.

c.- Las diversas dependencias en el ámbito administrativo del Poder Judicial:

i.- La Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales, en coordinación con Conamaj, dará soporte al servicio local a través de los juzgados, según sus prácticas administrativas regulares, en la medida de los recursos disponibles; garantizará el equipamiento de los facilitadores y las facilitadoras judiciales y el apoyo logístico a las actividades del SNFJ;

ii.- El Departamento de Planificación promoverá la incorporación del SNFJ en la planificación de las diversas instancias y niveles; consolidará las actividades previstas por las diversas dependencias y unidades del Poder Judicial en lo que respecta al SNFJ, preparará un Plan Anual de Actividades del SNFJ que será aprobado por la Comisión Coordinadora del SNFJ; elaborará cuatro informes trimestrales y uno anual sobre el estado del servicio, incluyendo análisis estadísticos sobre el cumplimiento del trabajo trimestral de los facilitadores y las facilitadoras, el que será remitido a la Comisión Coordinadora; incorporará progresivamente, y de acuerdo con los recursos disponibles, los gastos recurrentes del SNFJ en las proyecciones presupuestarias, de todo esto se enviará copia a la instancia de enlace;

iii.- La Sección de Estadística del Departamento de Planificación consolidará la información relativa al SNFJ y la enviará consolidada a la CONAMAJ. 

vi.- El Departamento de Gestión Humana: Mantendrá actualizado el registro de los facilitadores y las facilitadoras judiciales; efectuará el documento de identificación de los facilitadores y facilitadoras en los términos establecidos por este reglamento; incorporará en los manuales de organización y funciones las competencias de órganos y personal judicial en lo que respecta al SNFJ; incorporará en los estándares de la carrera judicial la atención a las competencias así como actualizará los perfiles de ingreso del personal que atiende la materia del SNFJ;

v.- El Departamento de Prensa y Comunicación Institucional: incorporará en la difusión la disponibilidad y características del servicio y enviará información a los actores clave del SNFJ, los resultados que se alcanzan y los impactos que se generan; asistirá e impulsará eventos del servicio, como intercambios, presentaciones, talleres, seminarios, etc.; preparará trípticos, afiches, publicaciones tanto impresas como digitales en su portal y similares, etc., e  incluirá el SNFJ en las noticias que difunde.

vi.- La Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder Judicial, en coordinación con Conamaj, tendrán a su cargo el diseño e implementación de programas de profesionalización, capacitación y formación permanente del personal judicial. Estará encargada de dirigir los procesos de formación relacionados al SNFJ, además de incluir estos procesos dentro de su planificación operativa anual. La Escuela Judicial apoyará las tareas de formación de los jueces y las juezas así como el seguimiento a la formación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales en el marco del SNFJ.

vii.-La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales impulsará acciones para garantizar la sostenibilidad del proyecto en el Poder Judicial. 

viii.- La Secretaría Técnica de Género:

1. Aportará, en coordinación con la Escuela Judicial, el enfoque de género en los procesos de formación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales y demás personal con vinculación al SNFJ;

2. Difundirá, a través del trabajo de los facilitadores y las facilitadoras judiciales, las normas jurídicas y los criterios asociados a la condición de las mujeres y el enfoque de género;

3. Analizará y sugerirá readecuaciones, si es necesario, a las prácticas de servicio que brindan los facilitadores y las facilitadoras judiciales, y 

4. Contribuirá, en coordinación con la Sección de Estadística, en el análisis de impacto del trabajo que realizan los Facilitadores en términos de acceso a la justicia de las mujeres y las relaciones de género.

6.- Monitoreo y evaluación.

La supervisión del servicio se impulsará a través de la metodología antes descrita.

El monitoreo del Proyecto estará a cargo de Conamaj. 

Se efectuará una valoración conjunta (Conamaj – PIFJ/OEA) sobre los avances de ejecución del Proyecto y se impulsarán las readecuaciones pertinentes en el mes de octubre de 2013. 

Se realizará una línea de base  por parte de una tercera entidad independiente entre mayo y junio de 2013. La misma incluirá un levantamiento de campo de carácter cuantitativo y cualitativo; los términos serán provistos por el PIFJ / OEA y analizados conjuntamente con Conamaj, guardando la consistencia con el esfuerzo regional de valoración de impacto.

7.- Recursos.

Los recursos necesarios para la ejecución del Proyecto provendrán del uso de las partidas ya asignadas presupuestariamente por la CSJ (no tendrá afectación presupuestaria adicional) y en los aspectos complementarios que sean necesarios serán provistos para este Proyecto Piloto por el PIFJ/OEA. 
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SE ACUERDA: Tomar nota. 

-0-

ARTÍCULO V

La Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema de Justicia, en el oficio n° 1555-13 del 12 de febrero de 2013, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director, director de la Escuela Judicial ,  indica lo siguiente:

Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 3-13 celebrada el 21 de enero del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO III

Documento 439-2013

En sesión N° 02-2013 celebrada el 14 de enero en curso, artículo VII, se conoció el oficio N° 013-CD/EJ-2012 de 13 de diciembre del año recién  pasado, suscrito por el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión N° 05-12 celebrada el 30 de noviembre de 2012, artículo I, que literalmente dice:

 “Se sometió a la consideración de las y de los ingrantes de este Consejo, la siguiente propuesta para la conformación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial:

Propuesta de conformación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial

Antecedentes 

Con la finalidad de dar cabal cumplimiento a lo acordado por la Comisión de Publicaciones en sesión número01-2012, de fecha 27 de setiembre 2012, artículo III, se presenta la siguiente propuesta para conformar un Consejo Editorial encargado de revisar y aprobar por el fondo los contenidos de los artículos de las revistas de la Escuela Judicial, así como de todas las publicaciones que elabore este órgano de capacitación judicial.

1. Perfil de los integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial 

Se sugiere una integración pequeña de cinco miembros plenos y una asesora o asesor con la finalidad de diseñar un órgano representativo y eficiente. A continuación, la exposición del perfil de cada una de las personas que lo conformarían.

1- La presidencia del Consejo Editorial estará a cargo del Director o Directora de la Escuela Judicial.

2- Una persona integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

3- Dos jueces o juezas con al menos diez años de servicio judicial, así como experiencia en docencia o investigación.

4- Una persona docente universitaria de reconocida trayectoria.

5-En calidad de asesora y ejecutora de los acuerdos del Consejo Editorial, participará la 
jefatura del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial.

2. Recomendación de las funciones básicas del Consejo Editorial de la Escuela Judicial

Las funciones que se sugiere que realice este órgano son las siguientes:

-Revisar la calidad del contenido de todas las obras que publique la Escuela Judicial.

-Aprobar o improbar los contenidos propuestos para su respectiva publicación.

-Supervisar la calidad de la presentación de las publicaciones, la imagen gráfica, entre otros.

-Recomendar medios para la difusión de las obras publicadas por la Escuela Judicial.

-Recomendar las regulaciones necesarias para salvaguardar los derechos morales de los autores y patrimoniales de la Escuela Judicial en las publicaciones que ésta última realice.

-Apoyar, en el marco de la rectoría de la Escuela Judicial sobre las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial y Gestión Humana, la labor que desarrollen los consejos editoriales que estas unidades lleguen a conformar.

- Otras labores que se le asignen.

3. Nombramiento de las personas integrantes del Consejo Editorial

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial nombrará a las personas integrantes del Consejo Editorial por un período de dos años, por mayoría absoluta. Se exceptúan de esta regla a las personas que ocupen la dirección de la Escuela Judicial y la jefatura del Área de Servicios Técnicos, pues en ambos casos, su nombramiento opera de pleno derecho.
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Se señaló lo siguiente: “La observación que se tiene desde la Defensa Pública estriba en que la exigencia de que los jueces o las juezas que conformen este órgano deban tener experiencia en docencia y en investigación, podría convertirse en un requisito excluyente si se analiza desde la perspectiva de género, ya que para ello hay que tomar en consideración las limitaciones que en ocasiones tienen las mujeres para superar las segundas y terceras jornadas laborales.

Por otro lado, se considera importante que en cualquier caso se salvaguarde la posibilidad de que cada Unidad de Capacitación pueda tomar sus propias determinaciones en cuanto a la publicación de textos de interés institucional dentro de su marco de acción”. 

-0-

SE ACUERDA: Aprobar la “Propuesta de conformación del Consejo Editorial de la Escuela Judicial”.  Comuníquese a la Corte Plena para su aprobación.  ACUERDO FIRME.”

-0-

En esa oportunidad se dispuso lo siguiente:

“Sometido el asunto a votación, por mayoría de quince votos, se acordó: Aprobar la propuesta del Presidente, Magistrado Mora, en consecuencia: 1.) La Presidencia del Consejo Editorial de la Escuela Judicial estará a cargo del Director o Directora de esa Escuela y, además, formará parte de dicho Consejo una persona integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 2.) En el punto 3 de la recomendación que hace el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, respecto al perfil de los integrantes del Consejo Editorial de esa Escuela, modificar el término “jueces o juezas” por “servidores y servidoras”. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Mora, Rivas, Solís, León, González, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Pereira, Arias, Rueda, Castillo y la Suplente Allón Zúñiga. 

Los Magistrados Ramírez, Chinchilla y el Suplente Hernández Gutiérrez emitieron su voto por mantener el término “jueces o juezas”.
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Acto seguido expresa el Presidente, Magistrado Mora: “Vamos a pronunciarnos sobre si mantenemos o eliminamos la frase “experiencia en docencia o investigación”

Recibida la votación correspondiente, por unanimidad, se dispuso: “Mantener la frase “experiencia en docencia o investigación” contenida en el punto 3.
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Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “El punto 4 dice: “Una persona docente universitaria de reconocida trayectoria”. Lo que propongo es que sea un servidor de reconocida trayectoria en docencia universitaria. Otra posibilidad sería eliminar este párrafo y en el punto 3 en lugar de dos servidores o servidoras indicar tres”.

Interviene el Magistrado Rueda: “Me parece que el punto 4 tal y como lo recomienda el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, deja abierta la posibilidad de que alguien fuera del Poder Judicial, ejerza esta especie de interacción, algo así como un espacio de participación ciudadana en procesos internos del Poder Judicial, que pudiera dar la perspectiva no solamente interna, sino también manifestar necesidades u observaciones desde el otro lado del mostrador, es decir, desde afuera. Me imagino que algo parecido a los Consejos u otros órganos que tiene el Poder Judicial en que se integra una persona, ya sea que es representante de los abogados o que viene desde fuera de la institución. Desconozco si la voluntad de esta Corte es eliminar esa puerta, que en estos momentos tiene personas fuera del Poder Judicial, evidentemente relacionadas con la docencia universitaria, que puedan opinar sobre una materia en la que pareciera que no deja de ser conveniente su participación, porque entiendo por una persona docente universitaria, alguien muy involucrado en la docencia y que no es funcionario o funcionaria del Poder Judicial”.

Señala el Presidente, Magistrado Mora: “Vamos a tomar el voto en este sentido. Votar 1 sería eliminar el punto cuatro, sabiendo que aumentamos, en lugar de dos a tres servidores y servidoras. Votar 2 sería mantener el párrafo tal y como está”.

Prosigue el Magistrado Rueda: “Debemos ser concientes de que si eliminamos el punto 4, estaríamos descartando la posibilidad de que una persona externa al Poder Judicial pueda ser miembro del Consejo Editorial”.

Indica el Presidente, Magistrado Mora: “Efectivamente quedaría eliminada esa posibilidad”.

Interviene el Magistrado Chinchilla: “Yo daría otra opción, que en lugar de una persona docente, sea un juez o jueza con reconocida trayectoria universitaria”.

Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Entonces las opciones de votación quedarían de la siguiente manera. Votar 1 sería por mantener el punto 4 tal y como está. Votar 2 sería por eliminarlo, pero aumentando a tres los servidores o servidoras y votar 3 sería la propuesta del Magistrado Chinchilla para que sea un juez o jueza de reconocida trayectoria universitaria”.

En la segunda votación, por mayoría de diez votos, se acordó: Mantener el texto del punto 4 tal y como está. En ese sentido votaron las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, León, Aguirre, Vega, Camacho, Rueda, Castillo y los Suplentes Allón Zúñiga y Hernández Gutiérrez.

Las Magistradas y los Magistrados Mora, González, Escoto, Villanueva, Ramírez, Chinchilla y Arias emitieron su voto por aprobar la propuesta del Magistrada Chinchilla, para que sea un juez o jueza de reconocida trayectoria universitaria.

La Magistrada Pereira votó por eliminar el punto 4 y aumentar a 3 el número de servidores y servidoras.

En la primera votación se produjo un empate las Magistradas y los Magistrados Solís, León, Aguirre, Vega, Camacho, Rueda, Castillo y los Suplentes Allón Zúñiga y Hernández Gutiérrez votaron por mantener el punto 4 tal y como está.

Las Magistradas y los Magistrados Mora, Escoto, González, Villanueva, Ramírez, Chinchilla y Arias emitieron su voto por aprobar la propuesta del Magistrada Chinchilla.

La Magistrada Pereira y el Magistrado Rivas votaron por eliminar el punto 4 y aumentar a 3 el número de servidores y servidoras.
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El Presidente, Magistrado Mora, sometió a consideración el punto 5. No existiendo ninguna objeción se aprobó en la forma propuesta por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

Interviene el Magistrado Chinchilla: “Una consulta: ¿Tendremos que erogar algún dinero para contratar a la persona docente universitaria?”

Responde el Presidente, Magistrado Mora: “Cuando se haga el nombramiento, pues se le hará la propuesta correspondiente”.

Continúa el Magistrado Chinchilla: “Sugiero que en el punto 4 se haga un addendum o aclaración que diga: “el nombramiento de la persona docente universitaria será ad honorem”, para que quede claro, pues de lo contrario podría exigir que se le pague”.

El Presidente, Magistrado Mora, sometió a consideración la propuesta del Magistrado Chinchilla y sin objeción alguna se aprobó en los términos indicados.”
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En correo electrónico recibido el 16 de enero en curso, la máster Adriana Orocú Chavarría, en su condición de Presidenta de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), manifestó:

“Reciba un atento y cordial saludo. En nombre de la Asociación Costarricense de la Judicatura, ACOJUD, le remito la presente solicitud de reconsideración del acuerdo tomado por Corte Plena -el cual transcribo abajo- referido a la integración del Consejo Editorial de la Escuela Judicial. 

Aunque la Revista de la Escuela Judicial no ha tenido una periodicidad y peso como el que se esperaba al momento de su creación, lo cierto es que los principales colaboradores en docencia de la Escuela son los jueces y juezas comprometidos con la réplica del conocimiento para el mejoramiento de la administración de justicia y del servicio que brinda el Poder Judicial y es por ello, que definitivamente la Judicatura debe tener una representación específica en su Consejo Editorial.

En otro orden y dada la integración del Consejo y visto el acuerdo de Corte, es obvio que la mitad del Consejo Editorial estaría compuesto por personal de la Escuela Judicial (El Director o Directora, un representante del Consejo Directivo, y la Jefatura de Servicios Técnicos), pero está claro que al ser un órgano colegiado lo lógico es que se contara con un número impar de sus miembros y no, como aparece ahora, constituido por 6 personas, por lo que nuestra solicitud es que se reforme el reglamento para aumentar el número a tres servidores judiciales, pero que “al menos dos deben ser jueces o juezas elegidos de una terna propuesta por la ACOJUD” (es decir se aumentaría el total de los miembros a 7, número impar)” 
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Expresa el Presidente, Magistrado Mora: “La ACOJUD estima que la judicatura debe tener representación en el Consejo Editorial de la Escuela Judicial, por lo que solicitan aumentar el número a 3 de servidores judiciales, pero que al menos 2 deben ser jueces o juezas, elegidos de una terna propuesta por la ACOJUD, es decir, aumentar a 7 el número de los Integrantes de dicho Consejo (número impar)”.

Interviene el Magistrado Rueda: “Tengo una duda. La propuesta de la ACOJUD, varía sustantivamente el acuerdo de la Corte, no solamente en cuanto a la cantidad de servidores, pues nosotros dijimos que fueran 2 servidores o servidoras para incluir a la Defensa y al Ministerio Público y así se aprobó. Ellos solicitan que se aumente a tres el número de servidores judiciales, para que haya un número impar y que se retorne a lo que se cambió, es decir, que al menos dos de esos tres deben ser jueces o juezas”.

Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “Lo que podríamos hacer es dividir la votación en dos. Primero pronunciarnos si se aumenta el número de los integrantes a 7, es decir, un integrante más. Me parece que sería conveniente para tener un número impar. Vamos a tomar el voto de si se aprueba la propuesta de la ACOJUD de aumentar el número de los integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial a 7 o no se aprueba y se mantiene en 6”.

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de quince votos, se acordó: Aprobar la propuesta de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), en el sentido de aumentar a 7 el número de los integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Mora, Escoto, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Arias, Castillo, Rueda y los Suplentes Allón Zúñiga, Hernández Gutiérrez, Pacheco Salazar y Rodríguez Arroyo.

El Magistrado Rivas emitió su voto por denegar la propuesta de la ACOJUD.
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Continúa el Presidente, Magistrado Mora: “Ahora vamos a votar si ese que aumentamos un juez o jueza, o si de los que dijimos antes como servidores y servidoras se tratarían también de jueces o juezas, o si de esos tres al menos dos deben ser jueces o juezas”.

Consulta el Magistrado Arroyo: “La intención de que quede representado el Ministerio Público y la Defensa Pública ¿se garantiza en cualquier caso?”

Responde el Presidente, Magistrado Mora: “Lo que aprobamos fue modificar el término “jueces o juezas” por “servidores y servidoras”, y dijimos que de ahí se tomaría en cuenta a defensores y fiscales, pero si cambiamos eso sería en detrimento de una representación de uno de los dos. Si ese que aumentamos fuera un juez o jueza, entonces siempre podríamos tener un fiscal y un defensor”.

Manifiesta la Magistrada Arias: “No necesariamente tiene que ser en detrimento de uno u otro, porque en todo caso existen centros de formación especializados tanto en la Defensa Pública como en el Ministerio Público. Lo que nosotros aprobamos fue la posibilidad de participación de otros profesionales, no necesariamente del Ministerio Público y de la Defensa Pública, sobre todo considerando esto que señalé, que ellos tiene sus propios centros de capacitación con planillas completas de directores también para capacitación, lo que sí es cierto es que aumentaría un juez o una jueza”.

Prosigue el Presidente, Magistrado Mora: “Pero no estaríamos excluyendo a defensores y fiscales ahí en servidores. La ACOJUD lo que nos pide es que sean 2 jueces o juezas, si fueran 2 jueces o juezas sería en detrimento de los otros servidores. Vamos a resolver si es 1 o son 2 jueces o juezas. Si fueran dos jueces o juezas sabemos que sería en detrimento de los servidores y servidoras que habíamos aprobado 2. Las opciones de votación serían 1. Aumentar un juez o jueza. 2. Aumentar dos jueces o juezas y 3. Aumentar un servidor o servidora, en este último caso pasaría a 3 el número de servidores y servidoras”.

Sometido el asunto a votación, por mayoría de nueve votos, se dispuso: Aprobar la propuesta de la ACOJUD, en el sentido de que al menos 2 de los integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial deber ser jueces o juezas, elegidos de una terna propuesta por la ACOJUD, en consecuencia, se reduce a 1 el número de los otros servidores y servidoras. Así votaron las Magistradas y los Magistrados Rivas, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Arias y los Suplentes Hernández Gutiérrez, Pacheco Salazar y Rodríguez Arroyo.

Los Magistrados Mora, Aguirre, Vega, Castillo y Rueda emitieron su voto porque fuera un juez o jueza. 

La Magistrada Escoto votó porque fuera 3 el número de servidores y servidoras.”

-0-

La Sra. Jeannette Arias Meza, jefa de la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial, en el oficio n° 115-STG-2013 del 23 de abril de 2013, suscrito a las y los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial ,  indica lo siguiente:

Ante todo reciban un cordial saludo, la presente es con el fin de hacer de su conocimiento, acuerdo tomado el pasado viernes 19 de abril, en sesión No.03-2013  de la Comisión de Género del Poder Judicial, el cual literalmente dice:

“Recomendar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que para el nombramiento de las personas integrantes del Consejo Editorial de la Escuela Judicial, se elimine como parte de los requisitos a Jueces y Juezas que deseen conformar dicho órgano, el que deban tener experiencia en docencia y en investigación. 

Lo anterior por cuanto dicha circunstancia podría convertirse en un requisito excluyente para el acceso a las mujeres, en consideración de las limitaciones que implican las segundas y terceras jornadas laborales relacionadas con el trabajo reproductivo (tareas domésticas y cuido de personas menores de edad, adultas mayores, con discapacidad y/o enfermas).

Es fundamental señalar que en Costa Rica, al igual que en el resto de las sociedades mundiales el trabajo reproductivo, no solo ha sido invisibilizado en cuanto a su aporte macro económico al producto interno bruto (PIB), sino que también ha sido depositado inequitativamente bajo la responsabilidad casi exclusiva de las mujeres, circunstancia que se mantiene al día de hoy según las últimas encuestas de hogar realizadas por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos.

Por último es importante señalar, que el principio de igualdad consagrado en el artículo treinta y tres de nuestra Constitución Política y el cual recoge plenamente la Política de Equidad de Género del Poder Judicial, ha sido interpretado de manera exhaustiva por la Sala Constitucional, como la necesidad de un trato desigual en función de las necesidades y características diferenciadas que tenemos los seres humanos. 

Este trato desigual,  en función de las diferencias biológicas y sociales, entre hombres y mujeres, constituye uno de los mecanismos más importantes adoptados por Naciones Unidas, a través de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW) y su Protocolo Facultativo, en la tutela efectiva de los Derechos Humanos de las Mujeres. Son los mecanismos denominados por CEDAW, como “medidas especiales de carácter temporal” y “medidas especiales de carácter permanente”; conocidos popularmente como “acciones afirmativas” o “discriminación positiva”, cuya interpretación, necesidad y elementos se plasman en la Recomendación General No. 25 del Comité de CEDAW, la cual literalmente dice:

“8…un enfoque jurídico o programático puramente formal, no es suficiente para lograr la igualdad de facto con el hombre, que el Comité interpreta como igualdad sustantiva. Además, la Convención requiere que la mujer tenga las mismas oportunidades desde un primer momento y que disponga de un entorno que le permita conseguir la igualdad de resultados. No es suficiente garantizar a la mujer un trato idéntico al del hombre. También deben tenerse en cuenta las diferencias biológicas que hay entre la mujer y el hombre y las diferencias que la sociedad y la cultura han creado. En ciertas circunstancias será necesario que haya un trato no idéntico de mujeres y hombres para equilibrar esas diferencias.”(El resaltado no es del original).”
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Se da un intercambio de opiniones acerca de las observaciones anteriores y se propone a las siguientes personas para que integren el Consejo Editorial de la Escuela Judicial:

1- La presidencia del Consejo Editorial;  Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial.

2- Integrante del Consejo Directivo de la Escuela Judicial; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal de Trabajo.

3- Dos jueces o juezas: La Licda. Sandra Zúñiga Morales, jueza del Tribunal de Apelaciones de Sentencia del II Circuito Judicial San José y magistrada suplente de la Sala Tercera; y la Licda. Laura León Orozco, jueza del Tribunal Segundo Civil.

4- Una persona docente universitaria: Dr. Erick Gatgens Gómez, docente universitario, consultor, ex-magistrado suplente y letrado;  

5- Otros servidores, servidoras: La  M.Ba. Xinia Fernández Vargas, profesional 2, Secretaria de Género.

De igual manera se recomendó la participación  M.Ba. Magdalena Aguilar Álvarez, jefa del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial,  en calidad de asesora y ejecutora de los acuerdos del Consejo Editorial, únicamente con voz y no voto.
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SE ACUERDA: 1.) Que este Consejo Directivo propone a las siguientes personas para la integración del Consejo Editorial de la Escuela Judicial, conforme se describe anteriormente:  Dr. Marvin Carvajal Pérez, Dr. Juan Carlos Segura Solís, Licda. Sandra Zúñiga Morales, Licda. Laura León Orozco, Dr. Erick Gatgens Gómez,  M.Ba. Xinia Fernández Vargas,  M.Ba. Xinia Fernández Vargas, M.Ba. Magdalena Aguilar Álvarez.  2.)  Se traslada a las y los integrantes de la Corte Plena la inquietud de la Sra. Jeannette Arias Meza, jefa de la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial, manifestado en el oficio adjunto n° 115-STG-2013 del 23 de abril de 2013, referente a que se “elimine como parte de los requisitos a Jueces y Juezas que deseen conformar dicho órgano, el que deban tener experiencia en docencia y en investigación”[...]  Se remite este acuerdo para el conocimiento de la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI

Las y los integrantes de este Consejo, comentaron sobre la importancia para la Escuela Judicial de contar con la aprobación del “REGLAMENTO  SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL", aprobado en este seno y enviado a la Corte Plena para su conocimiento mediante el oficio N°023-CD/EJ-2011, sesión nº. 04-2011 del cinco de octubre del 2011, Sesión Corte Plena N° 36-11 del 7-11-11, Art. XIX “Remitir a las cuatro salas de la Corte el Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe.”

SE ACUERDA: Hacer una atenta instancia a las y los integrantes de la Corte Plena para la aprobación del "REGLAMENTO SANCIONATORIO ACADÉMICO DEL PODER JUDICIAL.
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ARTÍCULO VII

Referente al informe sobre juezas y jueces especialistas de la Escuela Judicial, solicitado por el Sr. Rafael Sanabria Rojas.
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SE ACUERDA: Analizar dicho informe en una próxima sesión del Consejo Directivo.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII

Oficio n° 3835-13 del 05 de abril de 2013, de la Secretaria de la Corte en donde se transcribe el acuerdo de la Corte Plena, sesión N°25-13 del 14 de marzo del 2013, artículo III, que dice: […] “Manifiesta la Integrante Chaves Cervantes que el acuerdo del Consejo Directivo pareciera no ser acorde con la preocupación manifestada por este Consejo, de generar conciencia de que la partida de sustituciones está muy comprometida y por esa razón se instaba a todas las Unidades de Capacitación a reforzar los Planes de Capacitación con medios tecnológicos para reducir el gasto en esa partida. Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones de la Integrante Chaves Cervantes. 2.) Tomar nota de la comunicación de la Escuela Judicial.”
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SE ACUERDA: Tomar nota.
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Se levanta la sesión a las once horas con cuarenta cinco minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda                 Dr. Marvin Carvajal Pérez

PRESIDENTE                                   
         DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL 
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Actividad Lugar Fechas Observaciones Recursos a utilizar Quien

Pococí 16 de abril

Zona Norte 19 de abril

Liberia 6-8 mayo

Nicaragua  Idem

Pococí 1-7 de junio  Transporte, combustible

San José 11 de junio

San José 11 de junio

12-30 de junio Transporte, combustible

Julio Jueces con apoyo del PIFJ

San José PIFJ 

Identificación de 

jueces y 

sensibilización

Reunión en la mañana con 

jueces. Visita a actores 

locales en la tarde.

Combustible, materiales 

informativos, brochures,  

refrigerio.

CSJ/CONAMAJ & PIFJ. La CSJ 

aporta el local de la reunión. 

OEA llevara materiales de 

presentación y aporta refrigerio 

Proceso de 

capacitación a 

jueces 

Se realizará una capacitación 

a los jueces de 3 días 

Hospedaje, alimentación y 

transporte, materiales.

PIFJ aporta gastos de 

hospedaje, alimentación y 

transporte. La CSJ aporta 

papelería y el proceso 

organizativo de convocatoria a 

los jueces.

Visita a un programa 

de facilitadores

9,10,11 de 

mayo

Jueces y personal clave 

visitarán Nicaragua para 

conocer como funciona el 

servicio en la practica

Transporte terrestre para 20 

personas, hospedaje y 

alimentación.

Promoción del 

servicio  e 

identificación de 

facilitadores.

Pococí y Zona 

Norte

13 de mayo al 

5 de junio 

Se hará un trabajo de 

promoción del servicio en las 

comunidades y los jueces 

contaran con el apoyo con 

apoyo del equipo móvil del 

PIFJ

Combustible, vehículos y 

participación de jueces 

PIFJ aporta 2 técnicos de campo. 

CSJ aporta técnicos de 

CONAMAJ y papelería

Nombramiento de 

primer grupo de 

facilitadores

Se inicia el proceso de 

nombramiento de 3 

facilitadores judiciales de un 

total de 12. El PIFJ brindará 

todo el apoyo técnico en 

este proceso.

PIFJ aporta 2 técnicos, 

combustible, vehículo CSJ 

aporta recursos humanos y 

transporte de jueces a las 

comunidades

Firma del convenio 

PIFJ-PJCR, 

Encuentro 

Centroamericano de 

facilitadores 

Judiciales y visita de 

la Ministra de 

Holanda

Durante la visita de la 

Ministra de Holanda se 

realizara el acto protocolario 

de firma del acuerdo en San 

José en el marco de un Foro 

Centroamericano sobre el 

Servicio de Facilitadores 

Judiciales y de un 

conversatorio privado entre 

la Ministra y los facilitadores 

judiciales.  

Transporte aéreo PV, hotel y 

alimentación, materiales, medios 

de prensa, notas de prensa.

Encuentro 

centroamericano de 

facilitadores y visita 

de ministra de 

Holanda

Se coordinará con la 

embajada de Holanda en C.R 

lo referente a la vista de la 

Sra. Ministra, Conamaj 

realizará las coordinaciones 

pertinente con prensa y 

protocolo de la CSJ.

Transporte terrestre para 6 

personas, transporte aéreo para 

5 personas.   hospedaje y 

alimentación. Local para el foro y 

convocatoria medios de 

comunicación.

PIFJ. CSJ apoya con salas en la 

CSJ

Nombramientos de 

facilitadores que 

quedaron 

pendientes

Zona Norte y 

Zona 

Atlántica

Apoyo de Conamaj y del 

PIFJ

PIFJ aporta 2 técnicos, 

combustible, vehículo CSJ 

aporta recursos humanos y 

transporte de jueces a las 

comunidades

Capacitación a 

facilitadores

Pococí y Zona 

Norte

Maletín, gorros, materiales para 

los facilitadores, camisetas,etc.

PIFJ y tercero aporta materiales 

para los facilitadores judiciales, 2 

técnicos. CSJ aporta jueces, 

salas de reuniones, CP, carnet, 

papelería y otros materiales de 

oficina.

Encuentro de 

evaluación del 

servicio

22 de 

noviembre

Asisten Conamaj, PIFJ, 

jueces, Comisión 

Coordinadora

Transporte., combustible, 

alojamiento y alimentación.


� EMBED opendocument.CalcDocument.1 ���








�	 La participación ciudadana es un tema clave en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2017, “entendida como la incorporación, en la gestión judicial, de los diferentes actores involucrados con el fin de buscar soluciones que resulten satisfactorias para todas  las partes” (Departamento de Planificación, 2012). 


�	 Aunque el servicio se circunscribe a la participación de jueces y juezas contravencionales, en las cabeceras de circuito judicial, también se espera que participen jueces y juezas que atienden materias específicas o los que atienden conciliaciones.


�	 Encuesta Nacional sobre Percepción y Realidad de la Justicia Costarricense. Poder Judicial, 2009.


�	 Para efectos del SNFJ, se entenderá por operadores de justicia a todo el personal del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, y personal auxiliar jurisdiccional.


�	 Se hace hincapié que en Costa Rica en las cabeceras de Circuitos Judiciales se integrarán jueces y juezas que atienden materias específicas o conciliaciones.
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